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-	 Resolución recaída en la queja 17/2329, dirigida al Ayuntamiento de Aljaraque (Huelva), por la que se recomienda a dicho 
Ayuntamiento que los procesos selectivos que se desarrollen para acceder a puestos correspondientes al desarrollo 
de programas de empleo se ajusten a lo dispuesto por los preceptos constitucionales de acceso al empleo público, 
siendo necesario para ello que exista correspondencia entre las funciones a desempeñar en los puestos ofertados y 
la formación y experiencia de las personas que finalmente sean seleccionadas, así como para que la elección de las 
personas finalmente propuestas para el desempeño de los puestos ofertados se motive suficientemente.

-	 Resolución recaída en la queja 17/5589, dirigida a la Mancomunidad de Servicios La Vega, con domicilio 
social en Guillena (Sevilla), para que, de acuerdo con lo establecido en el art. 29 del Convenio Colectivo 
de personal laboral de dicha Mancomunidad, se dé respuesta, a la mayor brevedad posible, a la solicitud 
de readmisión presentada por la interesada ante esa Mancomunidad tras ser declarado su despido como 
improcedente por sentencia judicial firme.
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Por otra parte respecto de la Administración autonómica tratamos la queja iniciada respecto de la Dirección General 
de Formación Profesional para el Empleo, de la Consejería de Empleo, Empresa y Comercio, queja 17/6377, en 
la que se nos exponía por el promotor que presentó en la Delegación Territorial de Economía, Innovación, Ciencia 
y Empleo en Huelva, solicitud de información pública acogida a la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia 
Pública de Andalucía, instando -en nombre de colectivo afectado (trabajadores de Astilleros)- determinados datos 
en información del curso Gestión Contable y Gestión Administrativa para Auditoría, impartido por Forja XXI entre 
el 10 de enero de 2012 y el 10 de enero de 2013.

En aquel procedimiento seguido por el Delegado Territorial en Huelva, se había dictado Resolución inadmitiendo 
la solicitud de información, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 18.1, letra d), de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, que dispone que se inadmitirán a 
trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes «dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información 
cuando se desconozca el competente». Habían remitido al interesado a la Dirección Provincial en Huelva del Servicio 
Andaluz de Empleo (SAE), con indicación expresa de que el órgano competente para la impartición de dicho curso 
era el Servicio Andaluz de Empleo “por tratarse de un Programa de Acciones Experimentales”.

Posteriormente, desde la Dirección Provincial en Huelva del Servicio Andaluz de Empleo, remitieron comunicación 
al interesado, indicándole que el curso en cuestión fue gestionado por la Dirección General de Formación Profesional 
para el Empleo, organismo al que remitían la solicitud para evitar mayores dilaciones en la respuesta.

Como quiera que el interesado manifestaba no haber recibido resolución ni respuesta alguna de dicha Dirección 
General, se dirigía a esta Institución solicitando nuestra intervención.

Admitida a trámite la queja se instó información de la Dirección General de Formación Profesional para el Empleo, 
que nos confirmaba haber recibido con fecha 11 de mayo de 2017 la solicitud de acceso a información del promotor 
de la queja por habérsela remitido la Dirección Provincial en Huelva del Servicio Andaluz de Empleo.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-que-le-respondan-a-su-readmision-en-la-mancomunidad-de-servicios-la-vega-tras-sentencia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/demandamos-que-se-le-responda-a-su-solicitud-de-acceso-a-informacion-sobre-un-curso-de-formacion


7 - Empleo público, trabajo y seguridad social - 32
Desglose por temas · IAC 2018

En su respuesta se nos indicaba que no se había procedido a la iniciación de actuaciones ni de expediente al 
respecto por el órgano directivo indicado.

En consecuencia, vistos los antecedentes y los escritos del interesado, formulamos Resolución exponiendo nuestras 
consideraciones sobre el régimen jurídico del deber y obligaciones de transparencia en la actividad pública. Deber 
cuyo contenido y alcance ha sido objeto de aplicación a nuestro Ordenamiento jurídico interno mediante la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y de la Ley 1/2014, 
de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

Estas disposiciones legales fueron promulgadas en desarrollo de la Constitución Española, con las que se pretende 
ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública, así como reconocer y garantizar el derecho de acceso a la 
información relativa a aquella actividad, con el fin de facilitar, en cumplimiento del artículo 9.2 de la Constitución, 
la participación de todos los ciudadanos en la vida política; garantizar, de conformidad con el artículo 9.3 de la 
misma la publicidad de las normas, la seguridad jurídica y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos; 
y por último, garantizar, conforme al artículo 20.1.d) de la Constitución Española el derecho a recibir libremente 
información veraz de los poderes públicos, y, conforme al artículo 105 b) de la Constitución, el acceso de los 
ciudadanos a la información pública.

Igualmente, como indica el Preámbulo de la Ley de Transparencia 1/2014, de 24 de junio de Transparencia Pública de 
Andalucía, el fomento de la transparencia encuentra fundamento en diversos preceptos del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía. Pretende fomentar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10.1 la calidad de la democracia facilitando 
la participación de todas las personas andaluzas en la vida política; conseguir, como objetivo básico, en defensa del 
interés general, la participación ciudadana en la elaboración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así como 
la participación individual y asociada en el ámbito político, en aras de una democracia social avanzada y participativa, 
como dispone el artículo 10.3.19.º; promover, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, el desarrollo de una 
conciencia ciudadana y democrática plena; constituir, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 30.1.e), cauce de ejercicio 
del derecho de participación política, y, en particular, del derecho a participar activamente en la vida pública andaluza 
estableciendo mecanismos necesarios de información, comunicación y recepción de propuestas».

Resultaba a la vista del expediente que la solicitud del promotor de la queja, tras su largo periplo en sede 
administrativa, no había sido atendida por la Administración competente.

A este respecto, debimos reseñar en nuestra Resolución lo establecido en el art. 32 de la Ley 1/2014, de 24 de 
junio, de Transparencia Pública de Andalucía que dispone: «Las solicitudes deberán resolverse y notificarse en el 
menor plazo posible. En todo caso, en el ámbito de la Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades 
instrumentales, el plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de 20 días hábiles desde la recepción 
de la solicitud por el órgano competente para resolver, prorrogables por igual período en el caso de que el 
volumen o la complejidad de la información solicitada lo requiera. Dicha ampliación será notificada a la persona 
solicitante».

Resultaba evidente que el plazo legalmente establecido se había superado notablemente y que el incumplimiento 
del deber de facilitar la información solicitada continuaba produciéndose, pese a la acertada actuación que realizó 
la Dirección Provincial en Huelva del Servicio Andaluz de Empleo, cuando constató que el órgano competente para 
resolver la petición de acceso a información era la Dirección General de Formación Profesional para el Empleo, 
organismo al que remitió la solicitud, informando de ello al solicitante.

Tras nuestra intervención, pudimos comprobar que si censurable fue la actuación de la Dirección Provincial del 
Servicio Andaluz de Empleo, que demoró su respuesta acumulando seis meses más de retraso; la intervención 
de la Dirección General de Formación Profesional para el Empleo solo cabía calificarla como profundamente 
desafortunada. No sólo no había dictado resolución alguna en relación con la solicitud de acceso a información 
recibida de los otros órganos administrativos, sino que además pretendía excusar su inacción apelando a la falta de 
interposición por el solicitante de recurso alguno frente a la Resolución de inadmisión dictada -inicialmente- por 
la Delegación Territorial.
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Parecía obviar la Dirección General que el interesado, ante la inadmisión por razón de competencia de la Delegación 
Territorial, había optado, como era su derecho, por iniciar un segundo procedimiento ante el órgano que se le había 
indicado como competente por la misma Delegación Territorial –esto es, ante la Dirección Provincial del SAE 
en Huelva-, organismo que a su vez había trasladado la solicitud a la Dirección General instándole, como órgano 
competente, a resolverla.

Existía, por tanto, un procedimiento de solicitud de acceso a información pendiente de respuesta por parte de la 
Dirección General de Formación Profesional para el Empleo, que debería ser objeto de atención inmediata, sin mas 
dilaciones.

A la vista de todo ello y de conformidad con lo establecido en el artículo 29, apartado 1, de la Ley 9/1983, del 
Defensor del Pueblo Andaluz, formulamos la siguiente Resolución:

“Recordatorio del deber de cumplimiento de los preceptos constitucionales, estatutarios y legales que se citan 
en la parte expositiva de esta Resolución.

Recomendación concretada en que se proceda a resolver por la Dirección General de Formación Profesional 
para el Empleo, el procedimiento iniciado ante ella, accediendo a la puesta a disposición del interesado de la 
información que solicitaba y revocando cualquier acto administrativo previo que la deniegue”.

La falta de respuesta a nuestra Resolución por parte de la Dirección General citada, sin que exista motivo alguno 
que justifique la misma, habilita a la Institución a adoptar las medidas previstas en el artículo 29.2 de la Ley 
reguladora de esta Institución, incluyéndola en el apartado correspondiente en el Informe Anual al Parlamento 
de Andalucía.

1.3 Dependencia Y Servicios Sociales

1.3.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.3.2.2 Personas con discapacidad

1.3.2.2.2 Este tema en otras materias

1.3.2.2.2.2 Empleo público, trabajo y Seguridad Social

Durante el año 2018, dentro de las actuaciones e intervenciones desarrolladas desde el Área de Empleo 
Público, Trabajo y Seguridad Social del Defensor del Pueblo Andaluz han destacado las dirigidas a corregir y 
prevenir situaciones de desigualdad en estos ámbitos ante la persistencia de situaciones de discriminación al 
no quedar garantizado el principio constitucional de igualdad y no aplicarse las medidas de acción positiva 
que aseguren la efectiva igualdad de oportunidades de todas las personas en el ejercicio de sus derechos en 
estas materias.

En materia de acceso al empleo público y desarrollo de las condiciones de trabajo, han sido especialmente 
significativas las quejas que se han recibido en las que se planteaban cuestiones que ponían de manifiesto la 
persistencia de situaciones de desigualdad por diversas circunstancias que vulneraban el principio 
constitucional y estatutario de igualdad y el correspondiente derecho de estas personas y colectivos sociales a 
no ser discriminados en razón del hecho diferencial de su discapacidad.

Así, en este ámbito, a pesar de que el Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), norma básica en la materia, 
incorpora a todos los aspectos de su regulación el principio constitucional de igualdad y reconoce expresamente 
como un derecho de los ciudadanos para su acceso al empleo público y para el desarrollo de su actividad profesional 
el no ser discriminados por circunstancia alguna, todavía nos encontramos con desarrollos normativos y decisiones 


	ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS
	1.1 Administraciones Públicas, Tributarias y Ordenación Económica
	1.1.2.2.1 Transparencia





